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I. PLANTEAMIENTO

El tema de la eficacia de la Constitucién en el tiempo ha sido abordado
por el Tribunal Constitucional en diversos fallos, cuya doctrina trataremos
de analizar en la presente noticia jurisprudencial. El problema se planted
muy tempranamente (Sentencia 4/81, de 2 de febrero, «<BOE» de 24 de febre-
ro) y sigue plantedndose (Sentencia 125/83, de 26 de diciembre, «BOE» de
14 de enero de 1984), por lo que no ha perdido actualidad.

En los casos que mas tarde hemos de examinar, el Tribunal Constitucional
tuvo que determinar si la Constitucién era aplicable a actos o situaciones
anteriores a ella. El Tribunal se sirve para ello de ciertos principios légico-
juridicos (que en algunas sentencias se dan por sabidos), en los cuales trata
de insertar el fallo con el resultado que veremos.

Esos principios pueden sintetizarse asi: La Constitucién es una norma,
pero norma cualitativamente distinta de las demds, por cuanto incorpora
el sistema de valores esenciales que ha de constituir el orden de convivencia
politica y ha de informar todo el ordenamiento juridico. La Constitucién
es asi la norma fundamental y fundamentadora de todo el orden juridico.

Esta naturaleza singular, afirma el Tribunal Constitucional (1), se tra-
duce en una incidencia muy intensa sobre las normas anteriores, que han
de ser valoradas desde la Constitucién, partiendo del doble caricter de Ley
Posterior y Ley Superior que la Constitucién posee:

a) El caricter de ley posterior da lugar a la derogacién de las leyes
y disposiciones anteriores opuestas a la misma, de acuerdo con su dispo-
sicién derogatoria tercera, donde se lee: «Asimismo quedan derogadas cuan-
tas disposiciones se opongan a lo establecido en esta Constitucién». '

b) La naturaleza de ley superior se refleja en la necesidad de interpre-
tar todo el ordenamiento de conformidad con la Constitucién, y en Ila
inconstitucionalidad sobrevenida de aquellas normas anteriores incompati-
bles con ella. Inconstitucionalidad sobrevenida que afecta a la validez de
la norma y que produce efectos de significacién retroactiva mucho mas in-
tensos que los derivados de la mera derogacién.

(1) Sentencia 9/81, de 31 de marzo («BOE» 14 de abril).
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1I. ¢DEROGACION O INCONSTITUCIONALIDAD SOBREVENIDA?

A) Doctrina.

Garcia de Enterria y T. R. Fernandez exponen un criterio de distincién
entre la derogacién y la inconstitucionalidad sobrevenida (2): La derogacién
afecta a todas las normas reguladoras de aquellas materias en que la Cons-
titucién tiene una pretensién de aplicacién directa e inmediata, esto es, de-
rechos fundamentales y parte organizativa y habilitante de los poderes pu-
blicos constitucionales, En cambio, la inconstitucionalidad sobrevenida pue-
de extenderse a la totalidad de la legislacién anterior a la Constitucién, en
cuanto le sea reprochable una contradiccién cualquiera con alguna de las
normas o principios constitucionales.

Los citados autores establecen, ademas, un paralelismo entre este criterio
de distincién, basado en la aplicacién directa de la Constitucién, y el grado
de contradiccién entre la Ley ordinaria y la Ley constitucional, que consi-
deran mas grave en el caso de la derogacién y no tan evidente en el de la
inconstitucionalidad sobrevenida (3).

La distincién, asi planteada, tiene importancia practica, puesto que la
inaplicacién de las leyes derogadas por la Constitucién es obligada y corres-
ponderia a los Jueces y Tribunales ordinarios en virtud del principio general
de interpretacién «lex posterior derogat lex anterior». En cambio, cuando se
enjuicie la inconstitucionalidad sobrevenida (normas constitucionales no di-
rectamente aplicables) seria el Tribunal el vinico competente para conocer
y decidir, en su caso, a través de la cuestién de constitucionalidad planteada
por el Juez ordinario.

F. Santaolalla (4) coincide sustancialmente con la doctrina expuesta, aun-
que, quizd por exceso de sintesis, llega a la poco admisible conclusién de
que, o bien se trata de derogacién -——que puede ser declarada por el Juez
ordinario—, o bien se trata de inconstitucionalidad sobrevenida (respecto
de preceptos constitucionales que no sean de aplicacién directa), en cuyo
caso no le parece posible ni declarar la derogacién ni entablar ante el Tri-
bunal Constitucional un procedimiento por inconstitucionalidad sobreve-
nida (5).

(2) Curso de Derecho Administrativo I, 1980, pag. 110,

(3 No hay, a mi parecer, razén para establecer este paralelismo, pues
incluso aquellas normas que sean de aplicacién inmediata no pasan de
constituir formulaciones principales con las que puede no estar en contra-
diccién la disposicién antigua, si responde a los mismos principios y, aunque
no sea asi, las consecuencias normativas de grado remoto, reflejadas en la
regulacién de detalles, pueden entrafiar una contradiccién poco o nada evi-
dente con la Constitucién. Por el contrario, pueden existir leyes cuya contra-
diccién por meros principios programiticos de la Constitucién sea evidente
y grave.

(4) Comentarios a la Constitucién, pag. 1797.

(5) Este ultimo recurso si es posible, como ha entendido el Tribunal Cons-
titucional 11/81, de 8 de abril, «<BOE» 25 de abril, relativo al Decreto Ley 17/
1977, de 4 de marzo, regulador del derecho a la huelza y otros extremos.
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B) Jurisprudencia Constitucional.

El Tribunal Constitucional se propuso expresamente en la Sentencia 4/81,
de 2 de febrero (cit.), distinguir los conceptos de derogacién e inconstitu-
cionalidad sobrevenida. Ciertamente no lo consiguid. Ni de éste ni de otros
fallos resulta claramente cuando nos hallamos en uno o en otro caso Yy,
por consiguiente, cuando los efectos retroactivos de la Constitucién alcan-
zan esa particular intensidad a que, como antes hemos dicho, se refiere el
Tribunal:

a) En el fundamento 1 ¢) de la Sentencia 4/81 se afirma que el Tribunal
Constitucional es competente para enjuiciar la conformidad o disconformi-
dad con la Constitucién de las leyes preconstitucionales, declarando, si
procede, su inconstitucionalidad sobrevenida y, en tal supuesto, la deroga-
cién operada por virtud de la disposicién derogatoria». En el fallo de esta
sentencia se declararon «inconstitucionales y nulos, y derogados por la Cons-
titucién» determinados articulos de la Ley de Régimen Local (Texto Articu-
lado y Refundido aprobado por Decreto de 24 de junio de 1955).

b) El fundamento 7 de la Sentencia 10/81, de 6 de abril («<BOE» de 14
de abril), afirma que «toda ley preconstitucional que se oponga a la Cons-
titucién debe entenderse no solamente derogada, sino también inconstitucio-
nali y, en consecuencia, tal invalidez sobrevenida...».

¢) La Sentencia 11/81, de 8 de abril («<BOE» de 25 de abril), afirma en
su fundamento segundo —oscureciendo mas la distincién entre los dos con-
ceptos— que la inconstitucionalidad de las normas anteriores a la Constitu-
cién es la premisa que conduce a las consecuencias, que pueden ser concu-
rrentes, de la derogacién y la nulidad.

Por tanto, el Tribunal Constitucional: a) No establece un criterio preciso
para distinguir la derogacién de la inconstitucionalidad sobrevenida, y b)
A diferencia de la doctrina de los autores, tampoco llega a distinguir el
fuero competencial. Unicamente afirma que, en cuanto a las leyes poscons-
titucionales, el Tribunal Constitucional ostenta un monopolio para enjuiciar
su conformidad con la Constitucién; pero en cuanto a las preconstitucionales
(tnicas de las que aqui tratamos), los Jueces y Tribunales deben inaplicar-
las, si entienden que han quedado derogados por la Constituciéon o pueden,
en caso de duda, someter este tema al Tribunal Constitucional por la via de
la cuestién de constitucionalidad (asi, entre otras, Sentencia 11/81, cit)) (6).

De esta manera, se deja al arbitrio del Juez ordinario el sometimiento o
no de la cuestién al Tribunal Constitucional, ya se trate de posible deroga-
cién o de inconstitucionalidad sobrevenida. También desde ese punto de
vista, el Tribunal difumina la distincién entre ambos conceptos.

(6) De acuerdo con el comentario que haciamos en nota 3, el Tribunal
constitucional no vincula la «duda» sobre la constitucionalidad de una
Ley al hecho de que ésta regule materias en las que la Constitucién no sea
de aplicacion directa. Tanto si es de aplicacién directa como si no, puede
haber duda razonable sobre la constitucionalidad.
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III. EFICACIA RETROACTIVA DE LA CONSTITUCION

El Tribunal Constitucional ha declarado (7) que «la eficacia retroactiva
de la Constitucién es distinta en el caso de derogacién y en el de inconstitu-
cionalidad sobrevenida de normas anteriores que se opongan O sean contra-
rias a ella»; lo cual resulta paradéjico, habida cuenta que no distingue con
precisién los dos conceptos en ninguna de sus sentencias.

Segun la Sentencia 10/81, la Constitucién puede aplicarse retroactivamente
—con mayor alcance en caso de inconstitucionalidad sobrevenida— a situa.
ciones surgidas con anterioridad que produzcan efectos antes del comienzo
de la vigencia de la Norma Fundamental.

Como existe la incertidumbre de cuidndo el Tribunal considerara que
existe derogacién o por el contrario inconstitucionalidad sobrevenida, no
puede determinarse «a priori» qué eficacia retroactiva se dara a la Constitu-
cién respecto a la situacién nacida antes de la entrada en vigor de aquélla.
Por ello, lo mas interesante es el casuistico estudio de algunos de los fallos
que han ido conformando la jurisprudencia sobre el tema.

A) Sentencig 11/81, de 1 de junio («BOED de 16 de junio): Recayé en la
cuestiéon de constitucionalidad promovida sobre el articulo 252, 2° y 3.° de
la Compilacién de Derecho Civil Especial de Cataluiia, en relacién con el
articulo 39, 2° de la Constitucién (8).

La cuestion se planteé en un juicio de mayor cuantia entablado para ne-
gar derechos sucesorios a una heredera y a un legatario, por haber mante-
nido relaciones adulterinas con el testador la primera y ser hijo ilegitimo
no natural el segundo. Son éstos, demandados en el procedimiento, los que
instan del Juzgado el planteamiento de la cuestién. Los demandantes se opo-
nen a esta pretensién alegando que el testador habia muerto en 1975 y que
la sucesién debe regirse por la ley nacional del causante en el momento
del fallecimiento (art. 9, 8.°, del Cédigo civil).

El Abogado del Estado también se planted el problema de la eficacia tem-
poral de la Constitucién: Considera que la Norma Fundamental no puede
aplicarse a situaciones como la presente, por cuanto es el momento de falle-
cimiento del causante el que ha de considerarse para apreciar la capacidad
sucesoria de los instituidos (art. 758 Cédigo civil). Y afirma que, si se decla-

(7) Sentencia 9/81 y, mds concretamente, sentencia 10/81, citadas.

(8) Estos preceptos dicen: articulo 252, parrafo 2.°: «la persona culpable
de trato sacrilego adulterino o incestuoso con el causante en todos los
grados de la linea recta de consanguinidad o afinidad, o hasta el segundo
grado cibil de la colateral por consanguinidad» tendrin incapacitada relativa
total para suceder. Art. 252, parrafo 3.°: también tendrén incapacidad rela-
tiva total para suceder «los hijos nacidos de las uniones a que se refiere el
numero anterior, y los padres en la sucesién de estos hijos; pero la inca-
pacidad de los hijos no se extenderid a los nietos ni la de los padres a los
abuelos. Los padres podrin, no obstante, atribuir a dichos hijos un legado
de alimentos en sustituciéon del derecho que les concede el parrafo del ar-
ticulo 127». Este régimen no se encuentra ya en vigor, tras la reforma de la
Compilacién catalana operada por la Ley de la Generalidad de 20 de marzo
de 1984.
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rase la inconstitucionalidad del articulo 252 de la Compilacién catalana, se
trataria en todo caso, de una inconstitucionalidad sobrevenida, pues la de-
rogacién opera s6lo desde el momento de la entrada en vigor de la Cons-
titucién, sin modificar, por tanto, la situacién anterior ni remover las inca-
pacidades validamente existentes; en cambio, Ia inconstitucionalidad opera
«ex tuncs y retrotrae sus efectos a cualquier relacién que sea objeto de un
proceso no fenecido (9).

El Consejo Ejecutivo de la Generalidad y el Parlamento de Cataluiia tam-
bién se oponen a la declaracién de inconstitucionalidad, por no ser relevan-
te la norma cuestionada para la resolucién del pleito principal, habida cuen-
ta la fecha de fallecimiento del causante,

El Tribunal Constitucional acoge los argumentos de cuantos alegaron
la no aplicabilidad de la Constitucién con caricter retroactivo, lo que le
lleva a decidir que no ha lugar a pronunciarse sobre la constitucionalidad
del citado articulo, por no ser de aplicacién la Constitucién a fecha anteriot
a su entrada en vigor y por tanto, aun cuando se declarase la inconstitucio-
nalidad, no dependeria de ello el fallo del procedimiento principal, porque
tal inconstitucionalidad sélo surtiria efectos en un momento muy posterior
a aquel en que se cred la situacién juridica controvertida (10).

Es claro, afirma el Tribunal Constitucional, que los efectos que sobre
la validez y la eficacia de las normas se derivan de su contradiccién con la
Constitucidén sélo surgen desde el momento en que se produce la contra-
diccién misma, esto es, para las normas promulgadas con posterioridad a la
Constitucién, desde el momento de su entrada en vigor, y para las anteriores
al Texto Constitucional, desde la fecha en que éste inicié su vigencia

En €l presente caso, y de existir efectivamente la contradiccién total o
parcial entre el citado articulo 252 y la Constitucién, la derogacion total o
parcial de aquella norma se habria producido el 29 de diciembre de 1978 y
no podria tener repercusién alguna sobre los derechos y obligaciones naci-
dos con anterioridad a esa fecha, como son los que nacieron en el momento
de la muerte (en 1975) del causante de la herencia (art. 657 del Cédigo civil),
fecha a la que hay que referir también la calificaciéon de capacidad de los
herederos y legatarios (art. 758 del Cédigo civil).

Segtn el Tribunal Constitucional, en la medida en que el fallo del Juez
haya de basarse precisamente en la existencia o inexistencia de capacidad
sucesoria de los designados en el testamento, ese fallo no depende en modo
alguno del pronunciamiento que el Tribunal pudiera hacer sobre los efec-
tos derogatorios que hayan de atribuirse a la probable contradiccion entre
la norma cuestionada y la Constitucién.

(9 Como ya hemos dicho, el Tribunal Constitucional no acepta la distin-
cién en estos términos, sino gue la retroactividad en uno y otro caso es
una cuestién de grado.

(10) Ya se vera adelante qué distinto criterio siguié el Tribunal Consti-
tucional en la sentencia 10/82, de 20 de diciembre, resolviendo un caso de
estructura muy andloga y cuestionando también un precepto civil de dere-
cho de familia, el articulo 137 del Cédigo Civil.
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Tras excusar por esa causa el pronunciamiento, el Tribunal Constitucional
hace la siguiente declaracién: «Cosa muy distinta es la interpretacién que,
una vez promulgada la Constitucién, haya de hacerse de una norma que,
en razén de ser anterior a la Constitucién, puede ser inaplicada por el pro-
pio Juez si la considera contraria a ella...».

El comentario que merece esta sentencia es favorable en cuanto a la
justicia de la resolucién, pero resulta menos convincente el examen meticu-
loso que hace de los requisitos de admisibilidad de la cuestién, porque le
lleva a predeterminar qué norma es aplicable al caso, lo cual es competen-
cia del Juzgado. Quizd pueda encontrarse la justificacién en el grado de re-
troactividad que los demandados pretendian, aunque luego veremos la Sen-
tencia 10/82, en la que el Tribunal aplicé la Constitucién con un impor-
tante efecto retroactivo.

No parece légica la declaracién final remitiendo al Juez la posible in-
terpretacién derogatoria de una norma —ley— en «probable contradiccién»
con la Constitucién, cuando ha sido el propio Tribunal el que ha declarado
que dicha norma es aplicable al caso. Esta paradoja esta llena de ambigiie-
dad, produce perplejidad y causa la impresién de una «remisién del expe-
diente».

B) Sentencia 31/1982, de 3 de junio («<BOE» de 28 de junio): Recaida en
recurso de amparo, los hechos motivadores son, en sintesis, los siguientes:
el recurrente habia‘sido nombrado en 1923 funcionario por oposicién del
extinguido Cuerpo General de la Administracién de la Hacienda Publica. En
1939 fue separado del servicio activo por aplicaciéon de la «Ley de Responsa-
bilidades Politicas) y dado de baja en el escalafén del cuerpo. En 1951 fue
revisado su expediente de depuracién y se readmitié al depurado al servicio
activo del Estado, pero con las sanciones de inhabilitacién para el desem-
peiio de los puestos de mando y confianza y postergacién por cinco afios en
el escalafén. En 1967 fue jubilado por edad.

Las sanciones sufridas supusieron para el recurrente pérdida de categoria
administrativa y de haberes, respecto de los que en otro caso le hubieran
correspondido. Los recursos administrativos y contencioso sobre reclamacién
de diferencias en haberes fueron desestimados. En amparo, el recurrente
alegdé la infraccién del derecho de igualdad del articulo 14 de la Constitu-
cién.

El Tribunal considerando que la Constitucién no habia sido promulgada
cuando se resolvié el asunto en via administrativa ni cuando se inicid la via
judicial (la Sentencia no aclara cuando concluyé la via judicial, pero se de-
duce claramente que fue tras la entrada en vigor de la Constitucién), en-
tiende que no es aplicable el art. 14 invocado.

La Sentencia interpreta la disposicién transitoria segunda de la Ley Or-

gdnica del Tribunal Constitucional (11), precisando que dicha norma esta

(11) Que dispone: «1. Los plazos previstos en esta Ley para interponer
el recurso de inconstitucionalidad o de amparo o promover un conflicto
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prevista para actos posteriores a la vigencia de la Constitucién que deriven
de situaciones creadas con anterioridad y al amparo de leyes validas en
aquel momento, siempre que dichos actos se revelen contrarios a la Cons-
titucién. Como el recurrente s6lo habia planteado —tanto en los recursos
previos como en el de amparo— la pretensidon de que se le satisficieran los
haberes dejados de percibir cuando estaba en activo, no la de que se revisase
su pensién de jubilacién, determinada en funcién de los emolumentos per-
cibidos cuando estaba en situacién de activo, el Tribunal deniega el amparo
solicitado,

El fallo nos parece, en su conjunto, acertado, pero la interpretacién que
se hace de la disposicién transitoria segunda de la Ley Organica del Tribunal
Constitucional es poco esclarecedora, porque «acto posterior a la vigen-
cia de la Constitucién» es el del poder judicial que rechaza la pretensién
del recurrente (12) y sin embargo no es aplicable aquélla. En realidad la
razén es que los efectos de la situacién cuya rectificacién se solicita ya se
han agotado (salvo en lo relativo a derechos pasivos, como dice el Tribunal);
incluso se ha extinguido la situacién misma en virtud de la jubilacién vy,
ademas, el derecho a la percepcién de los haberes ha prescrito conforme al
articulo 46 de la Ley General Presupuestaria. El «derecho de igualdad» es en
éste, como en otros casos, mas que el derecho que se hace valer en el pro-
ceso, el motivo (a semejanza de los de casacién o revisién) que abre la via
oconstitucional. Motivo que, claro esti, no resucita los derechos fenecidos
por el transcurso del tiempo.

C) Sentencia 43/1982, de 6 de julio («BOE» de 4 de agosto): Los hechos
que dan lugar al recurso de amparo en que recayd esta sentencia se remon-
tan a 1959, afio en que el recurrente pasé a la situacién de retirado det Cuer-
po de la Policia Armada por resolucién de la Direccién General de Seguridad.

El interesado recurrié en su dfa contra el acto administrativo en solici-
tud de que se le reconociera que la edad para declarar su retiro era, no los
51 afios que tenia, sino la de 58 afios, en virtud de los preceptos que con-
sideré de aplicacién. El recurso fue desestimado en ultima instncia por el
Tribunal Supremo en 1960.

El amparo, el recurrente alegé que la Sentencia del Tribunal Supremo
oonstituye una violacién del articulo 14 de la Constitucién (derecho de
igualdad), pues, afirma, el resto de los compaiieros del recurrente fueron
jubilados a los 58 afios, lo que implica, respecto de él, una injusta discrimi-
nacién. En consecuencia, solicita el reconocimiento de los derechos econémi-
cos inherentes a su retiro desde 1966, afio en que cumplié los 58 afios
de edad.

constitucional comenzarin a contarse desde el dia en que quede constituido
el Tribunal..., cuando las leyes, disposiciones, resoluciones o actos que ori-
ginen el recurso o conflicto fueran anteriores a aquella fecha y no hubieran
agotado sus efectos».

(12) Asf lo- considerara el Tribunal en la sentencia 10/82, de 20 de di-
ciembre.
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Dejando a un lado los demas problemas en que entra la sentencia, el
Tribunal Constitucional afirma que el «petitum» del recurrente...

«implica necesariamente la aplicacién retroactiva de la Constitucién Es-
pafiola de 1978, en concreto de su articulo 14. Ahora bien, sabido es que las
leyes no tendran efecto retroactivo si no dispusieren lo contrario (art. 2,
3. del Cédigo civil) y que la Disposicion final de nuestra Constitucién esta-
blecié que ésta entraria en vigor el mismo dia de la publicacién de su texto
oficial en el «Boletin Oficial del Estado», sin que ni en esta clausula final,
ni en ningin otro pasaje del texto comstitucional exista precepto alguno que
establezca su retroactividad... Es cierto, sin embargo, que el inciso final
de la disposicién transitoria 2°, 1, de la Ley Organica del Tribunal Constitu-
cional (13) permite una débil eficacia retroactiva de la Constitucién en rela.
cién con leyes... 0 actos anteriores a ella que no hubieran agotado sus efectos
Pero lo que aqui se nos solicita implica una retroactividad del tipo de la que
la doctrina ha calificado como retroactividad en grado maéximo... y una re-
troactividad de esta intensidad no tiene base en ningun precepto ccnstitu-
cional...»

En esta Sentencia puede apreciarse de nuevo la indefinicién ya apuntada:
Tras afirmar tajantemente que en ningtin pasaje del texto constitucional
existe precepto alguno que establezca su retroactividad, se dice que una
retroactividad «de esta intensidad» no tiene base en ningln precepto cons-
titucional. Y recordemos que en las Sentencias 9/81 y 10/81 el Tribunal parte
precisamente de la posible retroactividad de la Constitucidén «distinta en
el caso de derogacién y en el de inconstitucionalidad sobrevenida».

En cuanto a la interpretacién de la Disposicién transitoria segunda de la
Ley Orgénica del Tribunal Constitucional, esta sentencia se contradice lite-
ralmente con la 31/82 examinada antes, pues mientras la 43/82 considera
aplicable dicha disposicién a «actos anteriores» a la Constitucién, la sen-
tencia 31/82 dice que estd prevista para «actos posteriores a la vigencia de
la Constitucién». Aparte de esta contradiccién, nos parece claro que la dis-
posicién comentada se refiere a un mero aspecto formal o adjetivo y estd
inspirada en la finalidad de evitar la caducidad de los derechos constitucio-
nales por falta de funcionamiento del Tribunal. De ahi que al hablar Ila
Ley de actos «anteriores a aquella fecha», esa fecha no pueda ser otra —asi
se dispone— que «el dia en que quede constituido el Tribunal»—, nunca
el dia de entrada en vigor de la Constitucién.

D) Sentencia 67/1982, de 15 de noviembre («B.O.E.» de 10 de diciembre):
Esta sentencia recayé en los autos de un recurso de amparo promovido por
un nutrido grupo de funcionarios del extinguido Servicio del Mutualismo La-
boral, por violacién del principio de igualdad ante la Ley, reconocido en el
articulo 14 de la Constitucién.

El hecho que motiva el recurso es el pase forzoso a la situacinn de exce-
dencia por matrimonio, que irajo consigo para las recurrentes, la baja en

(13) Citada en nota 11.
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los Seguros sociales y en el Mutualismo laboral, conforme a las normas de
personal entonces vigentes.

Aun cuando después de producirse la excedencia se promulgé la Ley 56/
61 sobre igualdad de derechos civiles, politicos y de trabajo de la mujer,
el Servicio del Mutualismo Laboral se negé a readmitir a las funcionarias
basiandose en la irretroactividad de la ley, criterio confirmado mas tarde
por el Tribunal Supremo.

El Estatuto de Personal del Mutualismo Laboral de 1970 permitié el rein-
greso de las recurrentes, una vez producido el cual, solicitaron que se les
computase el tiempo d excedencia por matrimonio a efectos de antigiiedad
y derechos de Seguridad Social, en virtud de las normas reglamentarias que
consideraron de aplicacién. Desestimada su pretensiéon en via gubernativa,
la Magistratura de Trabajo la estim6é en sentencia luego revocada por el
Tribunal Central de Trabajo.

El Tribunal Constitucional, tras una larga exposicién de hechos y fun-
damentos recoge la «ratio decidendi» en el fundamento 6, que trata, con bas-
tante brevedad, de la aplicacién de la Constitucidon en el tiempo, reiterando
su conocida doctrina:

«Por lo que a la Constitucién se refiere, es doctrina de este Tribunal
que, por su significacién para el establecimiento y fundamentacién de un
orden de convivencia politica general y su caracter de norma suprema, la
Constitucion, si bien mira al futuro, ha de poder afectar a actos posteriores
a su vigencia que deriven de situaciones creadas con anterioridad y al am-
paro de leyes validas en aquel momento, en cuanto tales actos sean contra-
rios a la Constitucién, siempre que, naturalmente, dichas situaciones no
hayan agotado sus efectos con anterioridad a la promulgacién de la Constitu-
cién...» «.. Ello implica, a la vez que una cierta modificacién de efectos
juridicos del pasado en funcién de los nuevos principios, el limite que im-
pone la irreversibilidad de este pasado en funcién de la seguridad juridica».

El Tribunal termina por entender que, respuestas las recurrentes en sus
derechos funcionariales ya con anterioridad a la Constitucion, se ha «consoli-
dado» una situacién cuyos efectos lesivos «han de considerarse agotadoss»...
y desestima el recurso.

En esta sentencia, el Tribunal insiste en la aplicacién «retroactiva» de
la Constitucién sé6lo en cuanto a actos posteriores a su promulgacién, no
en cuanto a actos anteriores como declaré en cambio la sentecia 43/82.

La introduccién del concepto juridico indeterminado «seguridad juridicas,
es oportuna, si bien, puesto que constituye una pieza clave en el razona-
miento, debié dedicarsele alguna somera explicacién que aclarase por qué
la estimacién del recurso hubiera supuesto inseguridad juridica. Tampoco
aclara el Tribunal por qué «han de considerarse agotados» los efectos lesi-
vos de la situacién anterior; dichos efectos subsisten realmente y las re-
currentes habfan dedicado parte de sus razonamientos a justificar dicha
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subsistencia y a resaltarla. El Tribunal debié ser m&s explicito en este
punto.

E) Sentencia 80/1982, de 20 de diciembre («BOE» de 15 de enero de 1983):
Dictada en recurso de amparc promovido contra sentencias de la Audien-
cia Territorial de Sevilla y de la Sala Primera del Tribunal Supremo sobre
reconocimiento de filiacién extramatrimonial.

La recurrente en amparo alegaba ser hija natural de cierto Ticio, fallecido
en 1972, en cuya herencia afirmaba astentar los derechos correspondientes
a su condicién. La Sentencia de primera instancia, dictada en marzo de
1978, desestimé la demanda por caducidad de la accién, en virtud de lo dis-
puesto en el articulo 137 del Cdédigo civil: «Las acciones para el recono-
cimiento de los hijos naturales sélo podran ejercitarse en vida de los
presuntos padres...»,

Durante la segunda instancia y la casacién la recurrente alegd infraccién
del derecho de igualdad (arts. 14 y 39 de la Constitucién, ya promulgada),
por la discriminacién que el articulo 137 del C. c. establecia para los hijos
naturales respecto al régimen y plazo de reconocimiento de filiacién legiti-
ma contenido en el articulo 118 del Cddigo.

El Tribunal Supremo estimé que el articulo 137 era de aplicacién al tiem-
po de dictarse la resolucién en primera instancia y habia sido interpretado
correctamente, segun criterio que ademds confirma la disposicién transitoria
7° de la Ley de 13 de mayo de 1981 («las acciones de filiacién se regiran
exclusivamente por la legislacién anterior cuando el progenitor cuestionado
o el hijo hubiera fallecido al entrar en vigor la presente Ley»).

El Tribunal Constitucional comienza considerando que la Constitucién es
nuestra norma suprema —y no una declaracién programatica— y su articu-
lo 14 tiene vinculatoriedad inmediata. Este valor normativo inmediato «ha
sido ignorado o abiertamente negado», prosigue el Trbunal Constitucional,
tanto por la Sala de la Audiencia Territorial como por el Tribunal Supremo,
que consideraron que el articulo 14 de la Constitucién integraba una mera
enunciacién de principio.

Las dos sentencias judiciales impugnadas «han aplicado, después de en-
trar en vigor la Constitucidn, el articulo 137 del Cédigo Civil en su redac-
cién anterior, y como éste contenia un criterio discriminatorio por razén
de nacimiento, contrario a la igualdad, contienen, en fallos contrarios al
derecho de igualdad que perpetian en el presente postconstitucional, un
trato discriminatorio nacido al amparo de la legislacién preconstitucional,
por todo lo cual deben de ser anuladas...».

Ello no implica aplicacién retroactiva de la Constitucién, afirma el Tri-
bunal Constitucional, sino el reconocimiento de su caricter normativo, el
de la vinculatoriedad inmediata del articulo 14... «por lo cual no puede
perpetuarse, vigente la Constitucién, esta situacién discriminatoria...».
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«La inconstitucionalidad sobrevenida del articulo 137 genera su nulidad y
produce necesariamente efectos incluso sobre los procesos pendientes...».

Hasta aqui, lo que Hllama la atencién de esta sentencia es la evidente di-
ferencia de criterio respecto de fallos anteriores como el de la sentencia
31/1982, de 3 de junio (caso del funcionario depurado), en la que el mo-
mento de dictarse la resolucién judicial que agotaba la via previa a la cons-
ticional no era tomado en cuenta, siendo importante Unicamente la época
de los hechos discriminadores, cuyos efectos se consideraron agotados an-
tes de entrar en vigor la Constitucién, a pesar de haber recaido resolucién
judicial después.

Pero lo mas sorprendente es c6mo el Tribunal Constitucionail sortea la
cita que el Tribunal Supremo hace de la disposicién transitoria 7. de la
Ley 11/1981 y el articulo 55/2 de la Ley Orgénica del Tribunal Constitucional
(art. que obligaria a la Sala del Tribunal Constitucional a elevar al Pleno
la posible inconstitucionalidad de aquella disposicién transitoria por ser
contraria a la Constitucién, al perpetuar una discriminacién injusta des-
pués de su entrada en vigor): segun el Tribunal Constitucional, la deroga-
cién del articulo 137 del Cédigo Civil y la interpretacién expansiva del ar-
ticulo 118 del mismo Cédigo han de ser tenidos en cuenta por la Audiencia
Territorial y por el Tribunal Supremo «en el perfodo posterior a la Cons-
titucién y anterior a la Ley 11/81».

Esta afirmacién plantea dos dudas: 1) ¢Por qué en ese periodo y mno
después de la Ley 11/81? Teniendo en cuenta que la Constitucién es la
norma superior, la Ley 11/81 no puede poner fronteras temporales a su efi-
cacia. 2.) ¢Qué periodo es ese al que el Tribunal Constitucional se refiere?
No es facil comprenderlo ni tampoco determinar qué fase del procedimiento
ha de haber tenido lugar en ese espacio de tiempo y por qué. En el caso
resuelto por la sentencia, el causante habia fallecido en 1972, la sentencia
de 1. Instancia es de marzo de 1978, la sentencia en apelacién es de enero
de 1980 y la del Tribunal Supremo es de abril de 1982,

Si, como afirma el Tribunal Constitucional, «antes de la promulgacién de
la Ley 11/81, modificadora del Cédigo Civil, que es el momento en que
tuvo que sentenciar la Audiencia Teritorial de Sevilla, el articulo 137 habia
quedado derogado por el juego del articulo 14 y de la disposicidn derogatoria
32 de la Constitucién», no vemos la razén para que el citado articulo 137
«recupere» su antiguo vigor en virtud de la disposicién transitoria 72 de la
Ley 11/81.

F) Sentencia 125/1983, de 26 de diciembre («BOE» de 14 de enero de 1984):
Recaida en recurso de amparo interpuesto contra resolucién del Consejo
de Ministros de 16 de diciembre de 1977, por la que se impuso al recurrente,
de plano, una sancién consistente en multa de cinco millones de pesetas y
cierre de una cantera; y contra sentencia del Tribunal Supremo de 23 de
septiembre de 1981, que reduce la multa a dos millones de pesetas.

Estima el recurrente que dichos actos infringen el articulo 24.1 de la
y asimismo entiende que el Tribunal Supremo ha debido tomar en cuenta
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Constitucién, por haber sido impuesta la sancidn sin procedimiento alguno,
y asimismo entiende que el Tribunal Supremo ha debido tomar en cuenta
lo dispuesto en la Constitucién, aunque el acto administrativo recurrido sea
anterior a ella.

A diferencia del caso relativo al articulo 137 del Cédigo Civil, el Tribunal
Constitucional entiende que «si bien la sentencia del Tribunal Supremo se
dicté después de la entrada en vigor de la Constitucién, la resolucién admi-
nistrativa impugnada se adopté el 16 de diciembre de 1977, de acuerdo con
las normas de procedimiento que el Tribunal Supremo entendié vigentes, y
no pudo vulnerar las garantias contenidas en un precepto constitucional
inserto en un texto inexistente cuando aquélla fue dictada».

Afiade el Tribunal Constitucional otra razén para denegar el amparo solici-
tado: la sancién impuesta en ultimo término al recurrente, vigente la Cons-
titucién, ha sido fijada en un proceso judicial con todas las garantias.

Quizi siguiendo la légica de la sentencia 80/1982, sobre el articulo 137 del
Cédigo Civil, el Tribunal Supremo debié anular el acto —cuyos efectos atin
no se habian agotado—, en aplicacién de la Constitucién vy ordenar que se
retrotrajera el expediente administrativo 0 que se tramitase por primera vez.
Pero una solucién que se inspira en el principio de economia procesal v
que no perjudica a la justicia es la adoptada en ultimo término por el Tri-
bunal Constitucional, si bien su sentencia no hace aplicacién de la doctrina
sobre la retroactividad de la Constitucién, porque, tras exponer la jurispru-
dencia sobre la materia, resuelve, conforme se ha dicho, entendiendo que
en el proceso judicial posterior a la vigencia de aquélla, la Constitucién se
ha respetado; y, en cuanto al acto administrativo anterior, el Tribunal Cons-
titucional se limita a afirmar que no vulneré la Constitucién —lo cual es
evidente—, sin plantearse la aplicacién de la misma a los efectos todavia
no agotados.

IV. CONCLUSION

La conclusién de la presente noticia jurisprudencial sobre la doctrina
del Tribunal Constitucional en materia de aplicacién retroactiva de la Cons-
litucién es la del enorme casuismo existente y la falta de conceptos defini-
torios precisos. El Tribunal Constitucional ha llegado unicamente a esclare-
cer las reglas abstractas de aplicacién de la Constitucién en el tiempo,
que no siempre encuentran adecuada concrecién en sus fallos, aunque si
ha demostrado una prudencia notable en el hallazgo de la solucién justa
en casi todos los casos.

Como dice la sentencia 125/1983 «esta doctrina de caracter general, que
el recurrente aduce en apoyo de su pretensién, habra de ser concretada como
también a puesto de manifiesto este Tribunal, caso por caso, teniendo en
cuenta las peculiaridades que en cada uno de ellos concurrans.

Valeriano HERNANDEZ MARTIN
Abogado del Estado



